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OPINIÓN Nº 060-2010/DTN
Entidad:
Albis S.A.
Asunto:
Impedimentos para participar en procesos de selección
Referencia:
Comunicación de fecha 12.05.10
1. ANTECEDENTES
Mediante el documento de la referencia, el Representante Legal de Albis S.A. (en adelante, la “Consultante”) formuló una consulta referida a los impedimentos para participar en procesos de selección, en el marco de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobada mediante Decreto Legislativo Nº 1017, (en adelante, la “Ley”), y su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 184-2008-EF (en adelante, el “Reglamento”
). 
2. CONSULTA Y ANÁLISIS

La Consultante formula la siguiente pregunta:

¿Existe algún impedimento jurídico para que un proveedor del Estado peruano que se encuentra habilitado para contratar y que se encuentra registrado en el Capítulo de Proveedores de Bienes del Registro Nacional de Proveedores (RNP) pueda participar en procesos de selección y vender a las diferentes Entidades públicas productos que son fabricados y/o importados por una empresa que se encuentra inhabilitada para contratar con el Estado?
2.1 En principio cabe señalar que, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 9º de la Ley y 52º del Reglamento, la persona natural o jurídica que desee participar en un proceso de selección deberá contar con inscripción vigente en el Registro Nacional de Proveedores (RNP), no estar impedido, sancionado ni inhabilitado para contratar con el Estado y registrarse como participante conforme a las reglas establecidas en las Bases del proceso.

De otro lado, el literal j) del artículo 10º de la Ley señala que están impedidos de ser participantes, postores y/o contratistas “Las personas naturales o jurídicas que se encuentren sancionadas administrativamente con inhabilitación temporal o permanente en el ejercicio de sus derechos para participar en procesos de selección y para contratar con Entidades (…)”.
De lo expuesto se advierte que la sanción que se impone a un determinado proveedor (persona natural o jurídica), impide que éste participe y/o contrate con el Estado. En ese sentido, se le restringe el acceso al mercado de compras públicas evitando que le pueda vender u ofertar bienes, servicios y obras a las entidades del Estado. 

2.2 Ahora bien, teniendo en consideración que en nuestro ordenamiento rige el principio de inaplicabilidad por analogía de las normas restrictivas o excepcionales
, las causales que restringen derechos de participación de postores y contratistas en un proceso de selección no pueden extenderse a supuestos no contemplados en la Ley. En ese sentido, la inhabilitación para que determinado proveedor participe y/o contrate con el Estado, no podría afectar la posibilidad de comercializar sus productos en el ámbito privado o que otros proveedores (personas naturales o jurídicas), comercialicen dichos productos en el ámbito estatal.
Lo expuesto no puede soslayar la obligación de los participantes, postores y contratistas de actuar, en todos los casos, conforme a los principios que rigen los procesos de contratación estatal, pues de acuerdo con lo establecido en el artículo 4º de la Ley, éstos sirven como criterio interpretativo e integrador de la normativa sobre contratación pública y como parámetros para la actuación de los funcionarios y órganos responsables de las contrataciones.
Finalmente, cabe señalar que el literal k) del artículo 10º de la Ley dispone que la inhabilitación se extiende a las personas jurídicas cuyos socios, accionistas, participacionistas, titulares, integrantes de los órganos de administración, apoderados o representantes legales formen o hayan formado parte, en los últimos doce (12) meses de impuesta la sanción, de personas jurídicas que se encuentren sancionadas administrativamente con inhabilitación temporal o permanente para participar en procesos de selección y para contratar con el Estado; o que habiendo actuado como personas naturales hayan sido sancionadas por la misma infracción. Asimismo, para el caso de los socios, accionistas, participacionistas o titulares, este impedimento se aplicará siempre y cuando la participación sea superior al cinco por ciento (5%) del capital o patrimonio social y por el tiempo que la sanción se encuentre vigente.
3. CONCLUSIONES
3.1. La persona natural o jurídica que desee participar en un proceso de selección deberá contar con inscripción vigente en el Registro Nacional de Proveedores (RNP), no estar impedido, sancionado ni inhabilitado para contratar con el Estado y registrarse como participante conforme a las reglas establecidas en las Bases del proceso.
3.2. La sanción que se impone a un determinado proveedor (persona natural o jurídica), impide que éste participe y/o contrate con el Estado. En ese sentido, se le restringe el acceso al mercado de compras públicas evitando que le pueda vender u ofertar bienes, servicios y obras a las entidades del Estado. 

3.3. En virtud del principio de inaplicabilidad por analogía de las normas restrictivas o excepcionales, las causales que restringen derechos de participación de postores y contratistas en un proceso de selección no pueden extenderse a supuestos no contemplados en la Ley; por lo que, la inhabilitación para que determinado proveedor participe y/o contrate con el Estado, no podría afectar la posibilidad de comercializar sus productos en el ámbito privado o que otros proveedores (personas naturales o jurídicas), comercialicen dichos productos en el ámbito estatal. Lo expuesto no puede soslayar la obligación de los participantes, postores y contratistas, así como de las Entidades contratantes, de actuar en todos los casos, conforme a los principios que rigen la contratación pública.

Jesús María, 27 de Agosto de 2010
JUAN ANTONIO SILVA SOLOGUREN

Director Técnico Normativo
AFRR/.
�   Modificado mediante Decreto Supremo Nº 021-2009-EF.





� Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, es necesario precisar que las consultas que absuelve este Organismo Supervisor son aquellas referidas al sentido y alcance de la normativa sobre contratación pública, planteadas sobre temas genéricos y vinculados entre sí, sin hacer alusión a asuntos concretos o específicos, de conformidad con lo dispuesto por el inciso i) del artículo 58° de la Ley y la Segunda Disposición Complementaria Final de su Reglamento. En ese sentido, las conclusiones de la presente opinión no se encuentran vinculadas necesariamente a situación particular alguna.


� Establecido en el numeral 9 del artículo 139º de la Constitución Política del Perú.
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